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incompetencia Que existirían aunque no estuviese víciada de incompe­
tencia la Ley.

2. En la STC 64/1989 (fundamento juridíco 3.°), este Tribunal
afirmó que el establecimiento y regulación, por parte del Estado, de un
sistema de ayudas en favor de empresas periodísticas y agencias
informativas se justifica, desde la perspectiva del orden constitucional
de distribución de competencias, en las competencías que el Estado
ostenta para fijar las normas básicas en materia de prensa y medios de
comunicación social (art. 149.1.27 de la Constitución), así como para
regular las condiciones que garanticen la igualdlid de todos los españo­
les en el ejercicio de las libertades de información y expresión que en el
arto 20.1 de la Constitución se consagran, segun lo dispuesto en el
arto 149.1.1 de la norma suprema. Cabe, por tanto, considerar básico,.
dentro del régimen juridico de la .prensa, unas subvenciones estatales a
algunas empresas y agencias que satisfagan dertos requisitos y dirigidas
a preservar el derecho fundamental a recibir y comunicar ínfonnación
veraz, pues con ello se persisue la garantía de la real existencia de una
prensa pluraJista ante la creciente concentración de los medios informa­
tivos; razones todas eUas que se esgrimen en la exposición de motivos
de la Ley 29/1984, para justificar su introducción en el ordenamiento
juridico. '

Si desde la perspectiva de la distribución de competencias se decía
(fundamento juridico 4.°), que la Ley resultaba irreprochable, tal
conclusión debía extenderse a la Disposición adicional primera de la
misma en la que se autorizaba al Gobierno para dietar un -reglamento
en aplicación de la Ley, pues, esta autorización para el desarrollo
normativo no excedía del ámbito de la competencia estatal. Así, en la
medida en que sea necesario una concreción reglamentaria del régimen
de las ayudas previstas las propias exigencias de igualdad que el art
149.1.1 de la Constitución establece, impiden un desarrollo normativo
y una ejecución plural y diferenciados en cada Comunidad Autónoma
que ostente competencias de desarroUo y ejecución de 'las normas
básicas en materia de prensa. Todo esto, se añadía: «sin prejuzgar... el
uso que de la referida autorización hiciera el Gobierno aprobando el
Real Decreto 2089/194, de 14 de noviembre (fundamento juridíoo 4.").

3. A la luz de esta fundamentación resulta indudable que las
alegaciones expuestas con carácter general sobre el régimen de la
competencia discutida en el escrito por el que se promueve este conflicto
y, en concreto, 'sobre la titularidad de las potestades reglamentaria y
ejecutiva son coincidentes con las rechazadas en la citada 'STC 64/1989,
y deben recibir ahora idéntica decisión desestímatoria. En efecto, el Real
Decreto impugnado establece un desalT9110 reglamentario de un sistema
de ayudas estatales legalmente previsto y que -como ya se ha dicho- ha
sido dictado dentro de la competencia estatal para establecer las bases
del régimen de prensa y de los medios de comunicación social, con la
finalidad de preservar la igualdad en el ejercicio de la libertad de
información en todo el territorio del Estado (arts. 149.Ll y 149.1.27 de
la Constitución); normas básicas Que, como se hace evidente con la
lectura del Decreto impugnado y por la misma naturaleza de la materia,
requieren junto a una previslón legal, una concreción de carácter
reglamentario uniforme para todo el Estado y una administración única
por las propias exigencias de igualdad de todos los españoles· en el
ejercicio de los derechos fundamentales que el art. 149.1.1 de la
Constitución impone. No puede, Por consiguiente, dudarse que el
ejercicio de la potestad reglamentaria en el presente caso se encuentra en
el seno de la competencia estatal, y que no es constitucionalmente ilícito
que el sistema subvencional único sea también administrado pOr una
única Administración.

4. En relación a los distintos preceptos del Decreto 2089/1984 que
expresamente se impugnan en la demanda, no se advierten vicios de
incompetencia independientes de los que se aducen frente a la Ley
29/1984. El Decreto discutido se limita sustancialmente a: establecer
condiciones y requisitos para las empresas que pretendan acogerse a las

Pleno. Sentencia 19011989, de 16 de noviembre, Conflicto
positivo de competencía 23111985. Promovido por la Junta
de Galicía en relación con la Resolución de 15 de noviem­
bre de 1984. de la Dirección General de Medios de
Comunicación Social. por la que se establecen plazos para
solicitar determinadas ayudas a la prensa. asi como el
procedimiento para cuantificar las mismas.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio Llorente, don
Antonio Truyol Serra, don Fernando Garcia-Mon y González-Regue­
real, don Carlos de la Vega Benayas, don Eugenio Díaz Eimil, don Jesús
Leguina Villa, don Luis López Guerra, don José Luis de los Mozos y de

7

subvenciones concedidas; reglamentar la inscripción en el Registro
Administrativo de Empresas Periodisticas y Agencias Informativas, a los
exclusivos efectos de la concesión de estas ayudas, y fijar los documentos
necesarios para tIlo, y concretar los conceptos pOr los que se facilitan las
subvenciones así como los criterios para determinar su cuantía. En
consecuencia, no supone innovación alguna respecto de lo ya previsto
en la propia Ley 29/1984.

Tiene razón por ello el Abogado del Estado cuando afinna que el arto 1
carece de virtualidad para invadir competencia autonómica alguna, pues
simplemente supone un engarce lógico del Decreto con la Ley que viene
a aplicar.

Las normas destinadas a la ordenación del indicado registro (arts. 4,
7 Y 13) están dirigidas a regular un servicio de la Administraclón del
Estado a través del cual se conceden unas subvenciones que en función
de lo previsto en los arts. 149.1.27 y 149.1.1 de la Constitución, hemos
considerado integradas en la regulación básica del régimen de la prensa.

Los preceptos encaminados a prescribir un sistema de ayudas
directas (Capítulo Tercero, arts. 15 a 42) simplemente concretan los
requisitos temporales, formales o de otra índole necesarios para acceder
a dichas ayudas y los conceptos (difusión, consumo de papel-prensa y
reconversión tecnológica) que vienen ya previstos en el arto 2.1 a) de la
Ley 29/1984, para determinar la cuantía de la subvención. .

Las Disposiciones transitorias impugnadas (tercera y cuarta) se
limitan, respectivamente, a fijar un plazo, desde la entrada en vigor del
Decreto, para solicitar la inscripción en el registro, aportando cierta
documentación, y a referir las ayudas consignadas en los Presupuestos
Generales del Estado para 1984 a la difusión obtenida por las publicacio-'
nes en el año anterior y al consumo de papel de prensa entre
determinados meses de los años 1983 y 1984. En suma, tampoco existe,
en la parte final de esta disposición, modificación alg¡,ma del sistema
básico en l. Ley 29/1984.

Y otro tanto cabe decir de las Disposiciones adicionales primera y
segunda, pues se circunscriben a regular el lugar y el tiempo en que
deben entregarse los ejemplares de las publicaciones periódicas Que es
necesario depositar para poder solicitar las ayudas, según prescribe el
arto 4 e) del Decreto y a atribuir la potestad de ejecutar este Decreto al
Director General de Medios de Comunicaci6nSocia:1, atribución que
resulta lógica en un servicio estatal y a cargo de los fondos consignados
en los Presupuestos Generales del Estado.

En resumen debe concluirse afirmando que la'resolución impugnada
no excede de los límites de la competencia estatal en materia de ayudaS
a la prensa, segun el arto 34.2 del Estatuto de Galicia y los arts. 149.1.1
y 149.1.27 de la Constitución, y tal Ycomo fueron ya interpretados en
la tantas veces referida STC 64/1989; pues esta competencia comprende
tanto la facultad de emanar normas básicas como la de proceder a su
desarrollo reglamentario cuando resulte preciso como en el presente caso
ocurre.

FALLO

En atención a lo expuesto, el Tribunal ConstitucionaL POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACiÓN
EsPAÑOLA,

Ha decidido

Declarar que la titularidad de la competencia controvertida corres­
ponde al Estado.

Pubhquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado»-.

Dada en Madrid, a dieciséis de noviembre de mil novecientos
ochenta y nueve.-Firmado. Francisco Tomás y Valiente, Francisco
Rubio Llorente, Antonio Troyol Serra, Fernando García-Mon y Gonzá­
lez-Regueral, Carlos de la Vega Benayas, Eugenio Diaz Eimil, Jesús
Leguina Villa, Luis López Guerra, José Luis de los Mozos y de los
Mozos, Alvaro Rodríguez Bereijo y José Vicente Gimeno Senclra.

los Mozos, don Alvaro Rodriguez Bereijo, don Vicente Gimeno Sendra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En él conflicto positivo de compentecia núm. 231/85, suscitado por
la J unta de Galicia, representada por su Letrado don Heriberto García
Seijo, en relación con la Resolución, de 15 de noviembre de 1984, de la
Dirección General de Medios de Comunicación Social, por la que se
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establecen plazos para solicitar detenninadas ayudas a la prensa,
correspondientes al ejercicio presupuestario de 1984, así como el
procedimiento para cuantificar las mismas, y en el que ha comparecido
el Gobierno de la Nación, representado por el Abogado del Estado. Ha
sido Ponente el Magistrado don FrancIsco Tomás y Valiente, quien
expresa el parecer del Tribunal.

1. Antecedentes

l. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia de 16 de marzo
de 1985 "'1 Que tuvo entrada en el Registro General de este Tribunal el
día 21 SIguiente, don Heribeno García Seijo plantea, en nombre y
representación de la Junta de Galicia, conflicto positivo de competencia
en relación con la Resolución, de 15 de noviembre de 1984, de la
Dirección General de Medios de Comunicación Social, por la que se
establecen los plazos para solicitar las ayudas por difusión, consumo de
p~pe~ prensa nacional.y especial a nuevos diarios, correspondientes al
eJercicIo presupuestano de 1984, así como el procedímiento para
cuantificar las mismas. Se ha requerido previamente de incompetencia
al Gobierno de la Nación, por escrito de 17 de enero de 1985
requerimiento Que debe éntenderse presuntamente rechazado por ei
transcurso del plazo de respuesta.

2. En apoyo de su pretensión, la Junta de Galicia formula las
alegaciones siguientes:

A) La Resolución impugnada es un instrumento de aplicación del
Real Decreto 2089/1984, de 14 de noviembre, que regula unas ayudas
a las Empresas Periodísticas y Agencias Informativas, a su vez como
instrumento de desarrollo de la Ley 29/1984, de 2 de agosto' estas
disposiciones han sido objeto, respectivamente, de un conflicto de
competencia y de un recurso de inconstitucionalidad. Se trata de varias
normas de distinto rango que conforman una regulación jurídica
unitaria de la materia y que culminan en la Resolución de la Dirección
General de Medios de Comunicación Social, de t 5 de noviembre de
1984. Por consiguiente, en la Resolución impugnada se confunden los
vicios de in~onstitucionalida~derivados de la Ley y del Decreto de los
que trae ongen con los propiOS de la regulación que esta Resolución
contiene.

B) Señala, en primer lugar, la Junta de Galicia el orden de
distribución de competencias en materia de prensa y medios de
~municaciónsocial, materia donde se incardinan las ayudas controver·
udas. Conforme a los arts. 149.1.27 de la Constitución y 34.2 del
Estatuto de Autonomía, estamos ante una competencia compartida
entre el Estado y las Comunidades Autónomas en la que corresponde a
3.9uél ~.manar las n~rmas básica~ y a éstas su desarrollo legislativo y
eJecuclOn. Es, ademas, una matena en la Que no es precisa la transferen·
cia de servicios y medios para el ejercicio efectivo de la titularidad
competencial tal y como hace evidente el Real Decreto 2455/19&2, de
30 de julio, sobre traspaso de estos servicios a la Generalidad de
Cataluña en el que no se incluyen bienes ní créditos presupuestarios ni
personal.. Partiendo de es~ contexto, se pone de manifiesto que las
ayudas dírectas a los medios de comunicación social son un genuino
ejemplo de la actividad de fomento que, tradicionalmente, se ha
entendido como integrada por facultades de ejecución dado su carácter
instrumen~ly, por ello, la conces~ón de esas ayudas debe corresponder
a la Comumdad Autónoma de Gahcia. Por otra parte, las intervenciones
administrativas de policía o prestación han de considerarse también
integradas en la competencía de ejecución que ostenta la Comunidad
Autónoma y, sin duda, poseen este carácter las intervenciones previstas
en el Decreto 208911984, sobre el Registro Administrativo de Empresas
Periodísticas y Agencias Informativas.

> En suma.. el Real Decreto 2089/1984, que la Resolución impugnada
viene a aphcar, supone una clara injerencia en las competencias de
ejecución propias de la Comunidad Autónoma de Galicia y asumidas en
el arto 34.2 del Estatuto. Estas facultades de ejecución sólo pueden ser
exceptuadas, mediante la atribución de potestades de idéntica calidad al
estado, t?n ~res supuestos: cuando la ejecución posea un alcance
supratemtonal; en los casos de grave riesgo para la seguridad publica,
por razones de necesidad y urgencia, y, por ultimo, cuando concurran
l~s superiores intereses nacionales. Pues bien, por distintas razones,
nmguno de estos supuestos se pla1}tea en el presente caso, sobre todo, si
se ca~ e~ la cuenta de que el mterés general no opera en nuestra
ConstItución (ex art. 117) como un título de atribución competencial
independiente.

.C) Por su parte, la Reso<lu~ón recurrida establece los plazos para
solICitar ay.udas y el procedImiento para cuantificar las mismas; en
consecuencia y en cuanto típico instrumento de la actividad de fomento
incide abiertamente en el ámbito de las competencias de ejecución qu~
con carácter general corresponden a la Comunidad Autónoma de
qalicia en virtud del ~rt. 37.2 del Estatuto, pues no puede negarse Que
dichas tareas son propias y earacteristicas de la función de ejecución; y
si la propia gestión de estas subvenciones constituye una competencI~
autonómica, a mayor abundamiento en lo que atañe a su distribución
y a las facultades de ejecución. En cambiO, no puede admitirse la
solución contraria, sostenida por el Gobierno de la Nación, tal y corno

se infiere de la Resolución impugnada. consistente en conceder a la Ley
de Presupuestos Generales del Estado el carácter de-norma atributiva de
competencia, por la mera inclusión de unos créditos para subvencionar
a la prensa, ya que a! actuar de esta manera, de un lado, se transgrede
el principio de indisponibilidad de los Estatutos por el legislador
ordinario y, de otro, se olvida la temporalidad de la Ley de Prespuestos
que hace evidente su inconsistencia para erigirse en norma redistribuí·
dora de competencias, porque esta es una actividad que, por definición,
requiere de una norma con vocación de permanencia. En suma, la Ley
de Presupuestos no puede atribuir competencias ejecutivas al Estado en
esta materia como se pretende en la Resolución discutida, Resolución
que acaba por entregar al poder central la competencia sobre subvencio­
nes sin límíte alguno, lo que puede ser fuente de arbitrariedades y
diferencias a! primarse a unas Comunidades Autónomas-sobre otras.

En efecto, admitido que la gestión de las subvenciones configura una
competencia autonómica, debió procederse a la distribución de los
fondos correspondientes entre las Comunidades Autónomas en función
de criterios objetivos, una vez oídas éstas, para evitar discriminaciones
y conforme a un normativa general dictada por el Estado.

D) En virtud de cuanto antecede, la Junta de Galicia solicita de este
Tribunal que declare la nulidad de la Resolución impugnada y rece·
nazca la titularidad por su Comunidad Autónoma de las competencias
relativas al desarrollo legislativo y ejecución del régimen de prensa y, en
general, de todos los medios de comunicación social.

3. Mediante providencia de 27 de marzo de 1985, la Sección
Tercera del Pleno de este Tribunal acuerda admitir a trámite el conflicto
y dar traslado al mismo al Gobierno de la Nación, pór conducto de su
Presidente, al objeto de Que aporte cuantos documentos y alegaciones
estime pertinentes, según lo dispuesto en el art. 64.1 de la Le)' Orgánica
del Tribunal Constitucional (LOTC). Asimismo se acuerda: dirigir oficio
al Presidente de la Audiencia Nacional para conocimiento de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo de la misma, a los efectos prevenidos en
el 3rt. 61.2 de la LOTC, y publicar la formalización del conflicto en el
Boletín Oficial del Estado y en el Diario Oficial de Galicia.

4. Por escrito de 24 de abril de 1985, el Abogado del Estado, en la
representación que ostenta del Gobierno de la Nación, formula las
alegaciones que a continuación, de modo sucinto, se exponen: la
Resolución impugnada tiene su base en la Disposición adicional
segunda del Real Decreto 2089/1984, de 14 de noviembre, por el que se
desarrolla la Ley 29/1984, de 2 de agosto, sobre las que ya se han
efectuado alegaCIones en los respectivos recursos de inconstitucionalidad
y conflicto de competencia interpuestos Contra ellas; esta circunstancia
obliga a remitirse a lo que allí se dijo en aras a la brevedad. La
Resolución objeto del conflicto se impugna con una pura pretensión
anulatoria sin referencia alguna a una vindicatio potestatis, Que configura
en realidad el contenido propio de este proceso constitucional. Desde
esta misma perspectiva, dificilmente podría la Junta de Galícia efectuar
la cuantificación de las ayudas que contempla la Resolución discutida
puesto Que -como indica su preámbulo- ello depende sustancialmente
de las disponibilidades presupuestarias del Estado; y carecería, por otra
parte, de sentido Que la Junta de Galicia estableciera baremos de
ejemplares difundidos o de papel de prensa consumida, a los efectos de
cuantificar las ayudas, distintos a los vígentes en el resto del Estado.

De aeuerdo con cuanto antecede, el Gobierno de la Nación solicita
la desestimación del presente conflicto de competencia.

5. Por providencia de 14 de noviembre de acordó fijar el día 16 del
mismo mes para deliberación y votación de esta Sentencia.

n. Fundamentos jurídicos

L El objeto del presente conflicto de competencia estriba en
resolver si transgrede la competencia de la Comunidad Autónoma de
Galicia en materia de desarrollo legislativo y de ejecución del régimen
de prensa y, en general, de todos los medios de comunicación socia! (art.
34.2 del Estatuto), la Resolución dictada por el Director General de
Medios de Comunicación Social, con fecha 15 de noviembre de 1984,
relativa a! establecimiento de unos plazos para solicitar determinadas
ayudas a la prensa, correspondientes al ejerclcio presupuestario de 1984,
así como el procedimiento o a los criterios para poder determinar su
cuantía.

Así centrado el objeto de esta controversia constitucional, debe
ponerse de manifiesto, en primer lugar, Que la Resolución impugnada
trae origen en la Disposición adicional segunda del Real Decreto
2089/1984, de 14 de noviembre, que desarrolla la Ley 29/1984. de 12 de
agosto, en materia de ayudas a las empresas periodísticas y agencias
informativas. En dicha disposición adicional se autoriza al Director
General antes indicado a dictar las resoluciones necesarias para la
aplicación del citado Real Decreto, Decreto frente al que se ha
promovido asimismo coflicto de competencias.

Es preciso traer a colación también que la Ley 29/1984 fue ya objeto
de discusión ante este Tribunal en virtud de un recurso de inconstitucio·
nalidad promovido igualmente por la Junta de Galicia, que fue
desestimado por la STC 64/1989, en la que el Tribunal Constitucional
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Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, Magistra­
dos, ha pronunciado

FALLO

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA.

EN NOMBRE DEL REY

Ha decidido

Declarar que la titularidad de la competencia controvenida corres­
ponde al Estado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a dieciséis de noviembre de mil novecientos
ochenta y nueve.-Firmado: Francisco Tomás y Valiente.-Francisco
Rubio Llorente.-Antonio Truyol Serra.-fernando García·Mon y Gon­
zález-RegueraL"':Carlos de la Vega Benayas.-Eugenio Diaz Eimil.-JesÚs
Leguina ViUa.-Luis López Guerra.-José Luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vícente Oimeno Sen-dra.
Rubricados.

SENTENCIA

referida autorización hiciera el Gobierno aprobando el Real Decreto
2089/1984, de 14 de noviembre» (fundamento jurídico 4.°).

3, En definítíva, y como se ha expuesto, este Tribunal ya ha
admitido que las mismas exigencias de igualdad en el ejercicio de los
derechos fundamentales para todos los españoles que el arto 149.1.1 de
la Constitución impone. llevan a impedir un desarrollo legislativo y.
reglamentario. y una ejecución plurales y consecuentemente diferencia­
das, en cada Comunidad Autónoma, de las normas básicas dietadas por
el Estado en materia de ayudas a la prensa.

En el presente caso, la Resolución recurrida ha sido dictada en uso
de la autorización concedida por la Disposición adicional segunda del
Real Decreto 2080/1984 que permite al Director Generat de Medios de
C1)munícación Social dictar las resoluciones necesarias para su aplica­
ción. y su contenido básicamente se reduce a: fijar un plazo de diez días
para la solicitud de ayudas por difusión, consumo de papel y nuevos
periódicos diarios; establecer el procedimiento y los criterios (un baremo
acumulativo) con arreglo a los cuales debe determinarse la cuantia de las
subvenciones por difusión nacional; conceder unas ayudas complemen·
tarias por los ejemplares. difundidos en Ceuta, Melilla, Baleares y
Canarias o en el extranjero, y concretar las ayudas en pesetas que se
conceden por kilogramo de papel de prensa consumido, entre otros
extremos. A la luz del concreto contenido de esta Resolución impugnada
se hace dificil encontrar -como alega el Abogado del Estado- una
verdadera reivindicación de la competencia controvertida en la preten­
sión que subyace a la hora de promover este conflicto, puesto que
dificil mente puede la Junta de Galicia prever las disponibilidades
presupuestarias del Estado, que es algo que lógicamente corresponde
conocer a los órganos generales del Estado, y es un prius lógico de la
misma existencia de estas ayudas y, por elJo, puede incluso no encontrar
fácil acomodo en ejercicios presupuestarios posteriores; y, por otra parte,
carece de consistencia que la Junta de Galicía reivindique una potestad
ejecutiva para fijar ayudas por difusión de periódicos españoles en el
extranjero o en territorios del Estado sitos fuera de la península; del
mismo modo, resulta evidente que los baremos sobre ayudas por
difusión o consumo de papel nacionales no pueden resultar distintos de
los existentes en el resto del Estado.

En suma, la potestad de ejecutar la normativa establecida en un
sistema de ayudas o subvenciones a la prensa con cargo a los
Presupuestos Generales del Estado, debe -corresponder también al
Estado precisamente con la finalidad de preservar un desarrollo y una
ejecuc.ión. unifon:ne que garantic.e l,? .exigido e.n el arto 149.1.1.de la
ConstitUCIón: la Igualdad en el eJerclclO de la ltbertad de comumcar y
recibir infonnación veraz, finalidad que es la misma que la considera·
ción de estas ayudas como «básicas» dentro del régimen de prensa viene
a preservar, esto es, un común denominador normativo que en este
supuesto de hecho requiere no sólo de dicho tratamiento uniforme sino
además de un complemento reglamentario y aun ejecutivo.

En el recurso de amparo núm. 849187, interpuesto por doña Susana
López López, don Miguel Uopis Martín, doña Margarita Altamira
Uobet, doña Silvestra Mcreno García, doña Isabel Gelabert García,

la siguiente

Sala Primera. Sentencia 191/1989, de 16 de noviembre.
Recurso de amparo 849/1987. Contra Auto de archivo de
diligencias previas iniciadas como consecuencia de querella
criminal por presunto delito de coacciones, dictado por el
Juzgado de Instrucciór. núm. 7 de Barce/alUl, así como
contra otras resoluciones judiciales del mismo Juzgado que
desestimaron sucesivos recurS<JS interpuestos contra el pri·
mero. Inadmisión de querella no Lesiva a la tutela judicial.

La Sala Primera del Tribunal Constítucional. compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando García·Mon y
González·Regueral. don Carlos de la Vega Benayas. don Jesús Leguina

tuvo ocasión para interPretar el régimen general de la distribución de
competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas en materia
de subvenciones o ayudas a la prensa, según lo dispuesto en Jos arts.
149.1.1 y 149.1.27 de la "Constitución y en el arto 34.2 del Estatuto de
Autonomía de Galicia.

En resumen, la Ley 29/1984, el Real Decreto 2089/1984 y la
Resolución discutida del Director General de Medios de Comunicación
Social conforman una regulación unitaria de esta materia de ayudas a la
prensa, y, por ello, dificilmente escindibles, tal y como admiten tanto la
Junta de Galicia como el Gobierno de la Nación y se desprende de la
misma Exposición de Motivos de la Resolución impugnada. La peculia­
ridad de los procesos constitucionales, que versan siempre @bre
concretas disposiciones en cuanto a su objeto inmediato y no sobre
normas en abstracto, y cuya impugnación está sujeta a diversos plazos
de caducidad, ha obligado sin duda a la impugnación de cada una de
estas disposiciones por separado. Pero ni esta circunstancia ni el carácter
desestímatorio de la Sentencia recaída en el proceso de declaración de
inconstítucíonalidad (con unos efectos menos amplios que los de las
Sentencias estimatorias, conforme al art. 38, apartados l.0 y 2.°, de la
LOTC), obsta a reiterar ahora la misma solución ya ofrecida en la
STC 64/1989, por la misma fuerza de la doctrina allí expuesta y por el
hecho de que resulten sustancialmente iguales las alegacines de la
Administración actora en estas tres controversias constitucionales acae­
cidas y que traen origen en la Ley 29/1984 de ayudas a la prensa.

Debe bastar, por consiguiente, para la solución de este conflicto de
competencias. con partir de la doctrina expuesta en dicha Sentencia y
rechazar las tachas de incompetencia que coincidan con las ya desesti­
madas anteriormente de manera suficientemente motivada en la Senten­
cia que puso fin al p~oceso de inconstitucionalidad; a la par que
comprobar si concurren, en su caso, nuevos vicios de incompetencia
independientes o propios de la concreta Resolución impugnada. Para
ello, resulta conveniente resumir sucintamente la fundamentación
ofrecida en la STC 64/1989, en primer lugar, y, más adelante, analizar
si la problemática que es objeto del presente conflicto de competencias
plantea alguna cuestión nueva desde el punto de vista de la titularidad
de la potestad ejecutiva en esta materia.
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2. Pues bien, en la STC 64/1989 (fundamento jurídico 3.0 ), este
Tribunal sostuvo que el establecimienlo y regulación, por parte del
Estado, de un sistema de ayudas a favor de empresas periodísticas y
agencias informativas puede justificarse, desde la perspectiva del orden
constítucional de distribución de competencias, en las facultades que el
Estado ostenta para fijar las normas básicas en materia de prensa y
medios de comunicación social (art 149.1.27 de la Constitución), así
como para regular las condiciones que garanticen la igualdad de todos
los españoles en el ejercicio de las libertades de información y expresión
que en el arto 20.1 de la Constitución se consagran, según lo dispuesto
en el art. 149.1.l de la J'o!omia suprema. Cabe, por tanto, considerar
básico. dentro del régimen jurídico de la prensa, unas subvenciones
estatales a algunas empresas y agencias que satisfagan ciertos requisitos
y dirigidas a preservar el derecho fundamental a recibir y comunicar
información veraz, pues con ello se persigue la garantía de la real
existencia de una prensa pluralista ante la creciente concentración de los
medios informativos; razones todas ~llas que se esgrimen en la Exposi­
ción de Motivos de la Ley 29/J 984, t>a,ra justificar su introducción en el
·ordenamiento juridico.

Si desde la perspectiva de la distribución de competencias se decía
(fundamento jurídico 4.°), que la Ley resultaba irreprochable, tal
conclusión debía extenderse a la Disposición adicional primera de la
misma en la que se autorizaba al Gobierno para dietar un reglamento
en aplicación de la Ley, pues, en todo caso, esta autorización para el
desarrollo normativo se habría producido dentro de las competencias
estatales. Además, en la medida en que fuera necesario una concreción
de las ayudas previstas a nivel reglamentario, las propias exigencias de
ígualdad que el arto 149.1.1 de la Constitución establece, ímpedían un
desarrollo y una ejecución plural y diferenciados en cada Comunidad
Autónoma. Todo ésto, se ailadía: «sin prejuzgar... el uso que de la


